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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 1 
de julio de 2010, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 2 de junio de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un 
accidente por el mal estado de la calzada. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 7 de junio de 2010, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 640/2010, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del Reglamento Orgánico 
del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por el Decreto 102/2003, 
de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió 
su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 

Primero.- El 19 de septiembre de 2007 D. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxxx, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial, debido a los daños sufridos en el vehículo de éste (matrícula xxxx) 
en un accidente causado por el mal estado de la calzada. 
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Expone en su escrito que el día 7 de marzo de 2007, sobre las 19:15 
horas, el vehículo circulaba por la carretera xx1, de xxxx1 (xx2) a xxxx2 (xx3), 
sentido xxxx2, cuando al llegar a la altura del punto kilométrico 0,900, término 
municipal de xxxx1, “colisionó con un árbol de gran tamaño que se encontraba 
caído en medio de la vía, ocupando completamente el carril de circulación [del 
vehículo siniestrado] e incluso parcialmente el carril de circulación contrario”. 

 
 Adjunta a su reclamación poder general para pleitos otorgado por el 
reclamante a favor de D. yyyyy, atestado nº xx/07 instruido por el 
Destacamento de la Guardia Civil de xxxx3, que incluye reportaje fotográfico, 
las diligencias previas nº xxx/2007 efectuadas por el Juzgado de Instrucción nº 
1 de xxxx4, informe del Servicio Territorial de Fomento de 12 de septiembre de 
2007, que señala que la titularidad de la carretera corresponde a la Comunidad 
de Castilla y León, y factura de reparación del vehículo por importe de 461,90 
euros, cuantía que corresponde a la indemnización solicitada. 
 

Posteriormente se requiere al representante que aporte, entre otra 
documentación, el permiso de circulación del vehículo y la documentación 
acreditativa de estar al corriente del cumplimiento de la inspección técnica de 
vehículos. No consta que dicha documentación se haya presentado. 
 

Segundo.- El 31 de octubre el Delegado Territorial de la Junta de 
Castilla y León admite a trámite la reclamación y nombra instructor del 
procedimiento. 
 

Tercero.- El 13 de noviembre de 2007 el jefe de conservación de la UTE 
qqqqq, empresa adjudicataria del mantenimiento y conservación de la vía, 
informa de lo siguiente: 
 
  “Una vez revisados los partes de trabajo y de incidencias, se tiene 
constancia de una incidencia comunicada por la Guardia Civil de tráfico (…). 
 
  »En la fecha del siniestro la vía estaba en condiciones normales de 
vialidad, con la excepción de este impredecible incidente. 
 
  »En dicha vía, en esas fechas anteriores y posteriores no se 
habían realizado labores de conservación”. 
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 Cuarto.- El 13 de noviembre de 2007 el encargado del parque de 
maquinaria del Servicio Territorial de Fomento señala que los precios de la 
reparación efectuada del vehículo se ajustan a los del mercado. 
 
 Quinto.- El 28 de noviembre de 2007 el vigilante de explotación del 
Servicio Territorial de Fomento emite informe en el que indica que el equipo de 
vigilancia no tuvo conocimiento de dicho accidente, que no realizó ningún tipo 
de actuación, que no hay señalización alguna y que “Debido a los fuertes 
vientos habidos en esa fecha, la caída de esta rama (no árbol de gran tamaño) 
fue un hecho fortuito e impredecible”. 
 
 Sexto.- El 10 de diciembre de 2007 la Sección de Conservación y 
Explotación de Carreteras del Servicio Territorial de Fomento, emite un informe 
en que se ratifican todos los extremos de los anteriores informes. 
 

Séptimo.- El 4 de mayo de 2009 se solicita de la Jefatura Provincial de 
Tráfico los datos sobre la titularidad del vehículo accidentado, modelo del 
vehículo y fechas de sus inspecciones técnicas.  

 
Obra en el expediente la documentación requerida y en ella figura como 

titular Dña. vvvvv. 
 
Octavo.- A petición del instructor, la Guardia Civil remite el informe 

fotográfico del accidente y el Juzgado de Instrucción nº 1 de xxxx4 envía el 
atestado denuncia obrante en sus archivos. 

 
Noveno.- Concedido trámite de audiencia, la entidad aseguradora del 

vehículo presenta un escrito en el que comunica que no ha abonado la 
indemnización al reclamante. 
 

Décimo.- El 7 de abril de 2010 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación planteada, por no haberse acreditado la 
condición de perjudicado, ya que el reclamante no es propietario del vehículo ni 
ostenta la representación de la titular de éste. 
 

Decimoprimero.- El 3 de mayo de 2010 la Asesoría Jurídica de la 
Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León informa favorablemente la 
propuesta de resolución indicada. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 
desde que se presenta la reclamación (24 de septiembre de 2007) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (7 de abril de 2010). Esta circunstancia 
necesariamente ha de considerarse como una vulneración por parte de la 
Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de los asuntos que 
les conciernan en un plazo razonable; e igualmente como una infracción de los 
principios y criterios que han de regir su actuación, recogidos en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y 
servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que, como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a conceder al 
reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
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3ª.- En relación con la legitimación del reclamante, este Consejo 
Consultivo discrepa del criterio recogido en la propuesta de resolución y 
considera que el reclamante está legitimado para reclamar. En este sentido, la 
factura de reparación del vehículo expedida a nombre del reclamante constituye 
un indicio probatorio de su condición de perjudicado, en la medida que puede 
presumirse que la factura ha sido abonada por él. A juicio de este Consejo, no 
cabe desestimar la reclamación por causa de falta de legitimación, puesto que 
la Administración ha admitido de forma tácita dicha legitimación durante el 
procedimiento, hasta el punto de que ni siquiera le ha requerido para que 
subsanara o aportara documentación alguna acreditativa de este extremo. No 
obstante, se advierte de que, antes de dictar la resolución, deberá constar 
debidamente acreditada en el expediente dicha legitimación, en concreto si la 
factura ha sido abonada por él. 
 

La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el 
artículo 4.12 del Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el que se desconcentran 
atribuciones de la Consejería de Fomento en los Delegados Territoriales de la 
Junta de Castilla y León, al ser la cuantía reclamada inferior a 3.005,60 euros. 
 

La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Consta 
que se presentó el 19 de septiembre de 2007 y el percance sucedió el día 7 de 
marzo del mismo año, por lo tanto dentro del plazo establecido por la ley. 

 
 4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 
 La referencia constitucional a la ley debe entenderse efectuada a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero, 1 
y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1.008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 

 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas.  
 
  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 
  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios formulada por D. yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, 
debido a los daños sufridos en el vehículo de este último con matrícula xxxx en 
un accidente causado por el mal estado de la calzada, como consecuencia de la 
existencia de un árbol de gran tamaño que se encontraba caído en medio de la 
vía pública y que ocupaba completamente el carril de la vía por la que circulaba. 
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 Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por el 
reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión planteada 
consiste en establecer si el expresado daño ha sido o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la actuación del reclamante fue 
adecuada a las normas que regulan la utilización de los vehículos a motor en las 
vías públicas y si la Administración, por su parte, cumplió con las normas que, 
en relación con la conservación y señalización de la vía, le resultan exigibles, de 
forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el 
funcionamiento del servicio y el daño producido. 
 
 En concreto, según el artículo 57.1 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por Real Decreto 
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, “Corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la 
vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de 
circulación. En caso de emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar 
señales circunstanciales sin autorización previa”. 
 
 Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado en casos 
similares (Dictamen 3.225/2002, entre otros), “la Administración tiene el deber 
de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en condiciones tales 
que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente garantizada. Este 
deber de la Administración establece el nexo causal entre la actuación u 
omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos puramente 
fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de seguridad que 
aquélla está obligada a garantizar”. En semejantes términos se ha pronunciado 
este Consejo Consultivo en sus Dictámenes, entre otros, 163/2004, de 15 de 
abril, 195/2005, de 31 de marzo, y 627/2006, 654/2006, 702/2006, 744/2006 y 
813/2006, todos ellos de 31 de agosto. 
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 En el supuesto objeto de análisis, de las diligencias instruidas por la 
Guardia Civil se desprende el necesario nexo causal entre la actuación u 
omisión administrativa y las consecuencias dañosas, al considerar como causa 
del accidente la existencia de árbol en la calzada por la que circulaba el 
automóvil del reclamante. 

 
No consta en las citadas diligencias instruidas por la Guardia Civil ni ha 

sido probado por la Administración que se haya producido infracción de las 
normas de circulación por parte del conductor. 

 
 A la vista de lo expuesto y de acuerdo con los distintos informes 
incorporados al expediente, este Consejo Consultivo considera que en el 
presente caso los hechos han quedado indiciariamente acreditados, en el 
sentido de que se han constatado los hechos alegados por la parte interesada. 

 
Se manifiesta en la reclamación -y se confirma en el atestado instruido 

por la Guardia Civil el día del accidente- que el siniestro se produjo cuando el 
vehículo colisiona con “(…) un árbol de gran tamaño que se encontraba caído 
en medio de la vía pública, ocupando completamente el carril de circulación del 
[vehículo siniestrado] e incluso parcialmente el carril de circulación contrario”. 

 
 La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante, de acuerdo con 
los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, al señalar que incumbe al actor “la carga de probar la 
certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las 
normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las 
pretensiones de la demanda (...)”, por remisión del artículo 60.4 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y con lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 6.1 del 
Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia 
de responsabilidad patrimonial. Es decir, al reclamante incumbe acreditar el 
hecho derivado del funcionamiento del servicio público y la existencia del 
exigible nexo causal entre tal hecho y la lesión denunciada y la Administración, 
por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, desvirtúen los 
alegados. 
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El atestado del accidente instruido por la Guardia Civil y la declaración de 
la reclamante, por tanto, son suficientes elementos para poder afirmar que ha 
existido la necesaria relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio 
público y la lesión sufrida por el interesado, dado que permiten apreciar indicios 
suficientes como para afirmar que el evento dañoso fue debido a la caída de la 
rama de un árbol o del árbol completo sobre la calzada y la posterior colisión 
del vehículo con ese obstáculo, sin que conste que se hubieran adoptado 
medidas precautorias, ni señal alguna, a efectos de evitar o, cuando menos, 
disminuir los riesgos de accidente. 
 

La credibilidad del reclamante se aprecia al poner su testimonio en 
relación con los datos objetivables y de relativa fácil contrastación que pudieran 
deducirse de la documentación contenida en el expediente. Como se ha 
expuesto en el presente caso, la declaración, junto con el atestado del 
accidente instruido por la Guardia Civil y su reportaje fotográfico, se consideran 
indicios suficientes que permiten hablar de un supuesto de responsabilidad 
patrimonial de la Administración. 

 
En definitiva, al corresponder el mantenimiento de la vía pública a la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León, cabe concluir la existencia 
de responsabilidad de la Administración por los daños y perjuicios ocasionados. 

 
Ello se entiende sin perjuicio de la posibilidad que tiene la Consejería de 

Fomento de repetir el importe de la indemnización de la empresa responsable 
de la conservación y explotación de la carretera en la que se produjo el 
accidente. 
 

Finalmente ha de indicarse que, de acuerdo con el artículo 1.908, párrafo 
3º del Código Civil, responderán los propietarios, en este caso la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León, “Por la caída de árboles colocados en sitios 
de tránsito cuando no sea ocasionado por fuerza mayor”; circunstancia ésta 
cuya concurrencia no consta. Complemento del artículo precitado puede 
considerarse, en lo que ahora interesa, el artículo 390 del mismo texto legal. 

 
El motivo o la causa de tal responsabilidad puede hallarse en la omisión 

de la previsora vigilancia que el propietario debe ejercer sobre el arbolado para 
impedir que pueda caer y ocasionar daños y perjuicios en su caída, aunque 
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también puede considerarse como un supuesto de responsabilidad por riesgo 
objetivo. 

 
Ha de tenerse en cuenta que los artículos 16 y siguientes de la Ley 

2/1990, de 16 de marzo, de Carreteras de la Comunidad de Castilla y León, 
vigente en el momento de producirse el accidente, establece como mecanismo 
de defensa de la Administración y de las correlativas limitaciones a la propiedad 
privada, una zona de dominio público de tres metros (artículo 16), otorgándole 
unas importantes potestades de control y supervisión sobre las obras, 
construcciones, elementos, físicos o artificiales, y usos que puedan realizarse en 
dichos terrenos. 

 
Por ello, puede considerarse acreditada la relación de causalidad 

existente entre los daños por los que se reclama y el funcionamiento anormal 
del servicio público, manifestado en la omisión de las medidas necesarias para 
la debida conservación y mantenimiento de los árboles ubicados en la zona en 
la que se produce el percance, razón por la que debe estimarse la reclamación 
formulada, ya que no existen datos en el expediente que permitan atribuir la 
caída del árbol a un acontecimiento que pudiera suponer estar en presencia de 
un caso de fuerza mayor. 

 
En definitiva, este Consejo Consultivo considera que existe 

responsabilidad de la Administración Autonómica por los daños sufridos por la 
parte reclamante. 

 
6ª.- La valoración del daño (461,90 euros) se considera correcta 

conforme a la factura presentada, que no se ha discutido por la Administración 
reclamada, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al 
procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
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Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 

patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, representado por D. yyyyy, debido a los daños sufridos en un accidente 
por el mal estado de la calzada. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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